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ceptos examinados, de suerte que sea posible la plena
virtualidad de todos, ha de desarrollarse entendiendo
que la promoción de las elecciones por parte de los
sindicatos más representativos exigirá siempre la deci-
sión de los trabajadores, que podrá producirse bien antes
de aquella promoción, bien después. En definitiva, esa
decisión opera como condición de eficacia y no como
presupuesto de admisibilidad.- Por otra parte, en el terre-
no formal, ha de señalarse que así como el acuerdo
mayoritario de los trabajadores para la promoción elec-
toral ha de acreditarse mediante acta —art. 2.2 Real
Decreto 1844/1994, de 9 de septiembre—, la decisión
mayoritaria exigida por el art. 62.1 LET no está sujeta
a formalidades específicas, pudiendo ser expresa o tácita,
siendo de destacar como supuesto claro de decisión
tácita el de la participación de la mayoría de los tra-
bajadores en la votación.—Así pues, el requisito de la
decisión mayoritaria previsto en el art. 62.1 LET, inciso
segundo, es imprescindible, sí, pero, en el aspecto tem-
poral, puede ser anterior o posterior a la promoción de
las elecciones y, en el terreno formal, puede ser expresa
o tácita».

4. Así las cosas, en aplicación del canon de cons-
titucionalidad ya señalado, habrá que destacar que aten-
dido el objetivo inspirador del art. 62.1, inciso segundo,
LET —no imposición de la figura del delegado de personal
a los trabajadores contra su voluntad—, carece de jus-
tificación finalista la interpretación que de tal precepto
y del art. 67.1 LET hace la Sentencia impugnada, pues
ésta, prescindiendo de la tácita decisión mayoritaria de
los trabajadores, llega a una solución indebidamente res-
trictiva, más propiamente, excluyente, de la capacidad
de promoción electoral que a los sindicatos más repre-
sentativos atribuyen los arts. 6.3 e) LOLS y 67.2 LET,
al crear un obstáculo o impedimento para tal capacidad,
integrada en el contenido adicional del derecho a la liber-
tad sindical recogido en el art. 28.1 CE, que no ha sido
establecido por el legislador y para el que no se encuen-
tran razones atendibles de protección de derechos o
intereses constitucionales.

Procedente será, en consecuencia, el otorgamiento
del amparo previsto en el art. 53 a) LOTC, con anulación
de la Sentencia impugnada y declaración de firmeza del
Laudo arbitral que con acierto aplicó las normas que
quedan señaladas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por Comisiones Obreras
del País Valenciano y, en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho a la libertad sindical (art.
28.1 CE) de la recurrente en amparo.

2.o Anular la Sentencia del Juzgado de lo Social
núm.15 de Valencia de 17 de enero de 2002, dictada
en los autos 1154-2001, declarando la firmeza del Laudo
arbitral de 26 de septiembre de 2001.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de abril de dos mil
cuatro.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo Gar-
cía Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier
Delgado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Jorge
Rodríguez-Zapata Pérez.—Firmado y rubricado.

9230 Sala Segunda. Sentencia 67/2004, de 19 de
abr i l de 2004. Recurso de amparo
1947-2002. Promovido por don Vicente Fron-
tera Martínez frente a la Sentencia de la
Audiencia Provincial de Valencia que le con-
denó al pago de las cuotas colegiales recla-
madas por el Colegio de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración Local.
Vulneración del derecho de asociación: STC
76/2003.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por Tomás S. Vives Antón, Presidente, don Pablo
Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas, don
Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera y don
Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1947-2002, promovido
por don Vicente Frontera Martínez, representado por el
Procurador don Ramón Rodríguez Nogueira y asistido
por el Letrado don José Vicente Belenguer Mula, contra
la Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia de
19 de febrero de 2002 que, revocando la del Juzgado
de Primera Instancia núm. 21 de Valencia de 14 de
junio de 2001, condenaba al demandante de amparo
a pagar al Colegio Oficial de Secretarios, Interventores
y Tesoreros de la Administración Local con habilitación
de carácter nacional de la provincia de Valencia la can-
tidad de 150.000 pesetas en concepto de cuotas cole-
giales, con los intereses legales desde la interpelación
judicial. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha actuado
como Ponente el Magistrado don Guillermo Jiménez Sán-
chez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado el día 2 de abril de
2002 el Procurador don Ramón Rodríguez Nogueira, en
nombre y representación de don Vicente Frontera Mar-
tínez, dedujo demanda de amparo contra la Sentencia
de la que se ha hecho mérito en el encabezamiento
de esta resolución.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) El recurrente en amparo, en su condición de
Secretario de la Administración local con habilitación
de carácter nacional, fue demandado en un juicio verbal
por el Colegio de Secretarios, Interventores y Tesoreros
de la Administración local con habilitación de carácter
nacional de la provincia de Valencia en reclamación de
150.000 pesetas a que ascendían las cuotas colegiales
impagadas, los intereses y las costas.

b) El demandado contestó a la demanda oponién-
dose a ella, alegando que nunca solicitó el alta en el
colegio demandante, ni había participado en ninguna
actividad de dicho colegio ni había satisfecho las cuotas
colegiales al considerar que la colegiación obligatoria
que se le pretendía imponer era contraria a la Cons-
titución por vulnerar los arts. 22 y 14 de ésta.

c) El Juzgado de Primera Instancia núm. 21 de
Valencia siguió el proceso como juicio verbal 187-2001
y, tras su oportuna tramitación, dictó Sentencia el 14
de junio de 2001 en la que, al considerar que la cole-
giación obligatoria que se exigía del demandado aten-
taba contra el principio de libre asociación en su vertiente
negativa (art. 22 CE), «pues en ningún caso el ejercicio
de su profesión viene ordenada por el Colegio Profesional
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ni condicionada a la pertenencia a dicho Colegio, entran-
do igualmente en contradicción con el concepto que
de los Colegios Profesionales efectúa la propia Ley de
Colegios Profesionales 2/74 de 13 de febrero (arts. 1
y 2)» (FD 1), desestimó la demanda.

d) Interpuesto recurso de apelación por la corpo-
ración demandante, la Sección Séptima de la Audiencia
Provincial de Valencia, mediante Sentencia de 19 de
febrero de 2002, notificada el 6 de marzo de 2002,
estimó el recurso y revocó la Sentencia apelada, con-
denando al demandado a pagar al colegio oficial
recurrente la suma de 150.000 pesetas por las cuotas
colegiales impagadas, con los intereses legales desde
la interpelación judicial y las costas de la primera ins-
tancia, todo ello al no considerar la Sala justificada la
inconstitucionalidad de la condición de «afiliación obli-
gatoria» al Colegio Oficial de Secretarios, Interventores
y Tesoreros de la Administración local con habilitación
de carácter nacional de la provincia de Valencia.

3. En la demanda de amparo se aduce la vulneración
en el caso del derecho a la libertad de asociación en
su vertiente negativa (art. 22 CE); así como la del prin-
cipio de igualdad y no discriminación (art. 14 CE), todo
lo cual se funda en los siguientes razonamientos:

a) Tras referirse, con cita de la STC 131/1989, de
19 de julio (FFJJ 1 y 2), a la procedencia del camino
procesal seguido para impugnar la obligatoriedad de la
colegiación con ocasión de la reclamación del impago
de las cuotas colegiales, el demandante de amparo ana-
liza la denunciada vulneración del art. 22 CE, precisando,
con trascripción de la doctrina recogida en las SSTC
173/1998, de 29 de junio, y 244/1991, de 16 de
diciembre, el concepto y alcance del derecho fundamen-
tal a la libertad de asociación, de cuyo contenido forma
parte la libertad de no asociarse.

En este sentido destaca los siguientes elementos fác-
ticos que, a su juicio, han de tenerse en cuenta para
sustentar la inconstitucionalidad de la pertenencia obli-
gatoria al Colegio oficial de Secretarios, Interventores
y Tesoreros de la Administración local con habilitación
de carácter nacional de la provincia de Valencia: en pri-
mer lugar, que se trata de un colegio compuesto única
y exclusivamente por funcionarios públicos, quienes se
rigen por la normativa específica en materia de función
pública que les atañe y que tienen encomendado el ejer-
cicio de potestades y funciones públicas que no pueden
ejercerse privadamente; en segundo lugar, que no existe
paralelismo alguno que resulte admisible en relación con
otros colegios profesionales que agrupan en su seno
a profesionales que ejercen una profesión idéntica, aun
cuando ésta sea al servicio de la Administración pública,
ya que incluso en este último supuesto la ejercen sin
mantener vinculaciones análogas a las del recurrente
con aquélla (es la situación de los médicos; arquitectos,
etc.); y, por último, que tampoco cabe identificar la posi-
ción del colegio con la de otros colegios profesionales
que agrupan en su seno a personas privadas que ejercen
por su cuenta funciones públicas (notarios, registradores,
etc.). En consecuencia, afirma, se trata en este caso de
un colegio profesional atípico, uno de los pocos ejemplos
de colegiación que trae causa del periodo anterior a
la Constitución; y, aun cuando no se niegue su posible
existencia, lo que resulta a todas luces evidente es que,
al estar compuesto exclusivamente por funcionarios
públicos, y dada la índole de las funciones que sus pro-
pios estatutos contemplan, no está constitucionalmente
justificada la exigencia de colegiación obligatoria en él.

b) A continuación el demandante de amparo se
refiere a la evolución de la normativa reguladora de los
Colegios de Secretarios, Interventores y Depositarios de
Administración Local, cuya existencia y su colegiación
obligatoria fue inicialmente establecida por el Real Decre-

to de 8 de septiembre de 1925 (art. 1), mantenida por
el Reglamento general de los Colegios Oficiales del
Secretariado Local, de 28 de septiembre de 1929, y
respetada por la Orden Ministerial de 28 de septiembre
de 1939.

El Reglamento de funcionarios de la Administración
local, aprobado por Decreto de 30 de mayo de 1952,
disponía en su art. 99: «1. Los funcionarios de la Admi-
nistración Local podrán constituirse en Colegios Profe-
sionales. 2. Los pertenecientes a Cuerpos nacionales for-
marán Colegio en la forma establecida por las dispo-
siciones vigentes o que en lo sucesivo se dicten. 3. Los
no pertenecientes a Cuerpos nacionales precisarán auto-
rización del Ministerio de la Gobernación para constituir
Colegios de carácter provincial o nacional, previa jus-
tificación razonada de la necesidad o conveniencia de
los mismos». Y su art. 203.1 establecía: «1. En todas
las provincias españolas y con sede en la capital existirá
un colegio de secretarios, interventores y depositarios
de administración local, que ostentará la representación
de los tres cuerpos, y del que serán miembros con carác-
ter obligatorio todos los que estén incluidos en los corres-
pondientes escalafones. 2. El Colegio Nacional tendrá
su sede en Madrid y será el órgano de superior jerarquía
profesional respecto de los Colegios Provinciales y de
los componentes de los Cuerpos cuya representación
le incumbe para los fines que le están atribuidos. 3.
El Colegio Nacional y los Provinciales tendrán el carácter
de corporaciones de derecho público afectas al Minis-
terio de la Gobernación y se regirán por los Reglamentos
aprobados por la Dirección General de la Administración
Local, que determinarán su organización, funcionamien-
to, régimen económico, fines sociales y profesionales,
facultades disciplinarias y demás extremos que pro-
cedan».

Así pues, conforme a lo preceptuado en el mencio-
nado Reglamento de 1952, la existencia de los Colegios
de Secretarios, Interventores y Depositarios deriva de
una norma de rango reglamentario, dichas corporaciones
se rigen por unos estatutos aprobados por la Dirección
General de la Administración Local, se encuentran inte-
gradas en la Administración pública que las crea y care-
cen de autonomía normativa. En desarrollo de lo dis-
puesto en el trascrito art. 203.1 del Reglamento de fun-
cionarios de la Administración local se aprobó el Regla-
mento de los colegios de funcionarios de los citados
cuerpos por Resolución de 31 de julio de 1953, en la
que se establecía que en cada provincia española, y con
sede en su capital, existiría un Colegio de Secretarios,
Interventores y Depositarios de Administración Local que
ostentaría la representación de los tres cuerpos (art. 1.1),
así como que la colegiación de los miembros de éstos
en él tendría carácter obligatorio (art. 5.2).

La Ley 2/1974, de 13 de febrero, de colegios pro-
fesionales, estableció en su disposición transitoria pri-
mera que las disposiciones reguladoras de los Colegios
Profesionales continuarían vigentes en todo lo que no
se opusieran a lo dispuesto en ella, sin perjuicio de que
se pudieran proponer o acordar las adaptaciones esta-
tutarias precisas. Y en su disposición adicional segunda
preveía la adaptación a la Ley de los colegios de fun-
cionarios «en cuanto sea posible, recogiendo las pecu-
liaridades exigidas para la función pública que ejerzan
sus miembros». Precisamente es esta disposición adi-
cional segunda la que tradicionalmente se ha venido
considerando como fundamento de la existencia de los
colegios de funcionarios.

Ahora bien, el panorama legislativo ha cambiado
mucho, no pudiendo sostenerse en la actualidad que
exista esa mínima cobertura legal para la existencia de
los colegios exclusivamente compuestos por funciona-
rios públicos. En este sentido el demandante de amparo
destaca que la Ley de colegios profesionales dispuso
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que se entendían comprendidos en su ámbito de apli-
cación «los demás Colegios Profesionales que no tenien-
do carácter sindical se hallen constituidos válidamente
en el momento de la promulgación de esta Ley» [art.
1.2 b)]. El Real Decreto 3046/1977, de 6 de octubre,
por el que se aprobó el texto articulado parcial de la
Ley 41/1975, consideró vigente el Reglamento de 1952
en cuanto no se opusiera al propio texto articulado, y
al no contener éste referencia expresa a la colegiación
obligatoria se discutió en la doctrina si ello implicaba
la derogación de los colegios de los funcionarios públi-
cos. De hecho la Orden Ministerial de 17 de marzo de
1978 disolvió los colegios de funcionarios de la Admi-
nistración local no integrados por cuerpos nacionales,
al haberse reconocido a los funcionarios de la Admi-
nistración local, por Real Decreto 1522/1977, de 17
de junio, el derecho de asociación sindical.

No se siguió el mismo criterio con los funcionarios
integrados en cuerpos nacionales. Así el Reglamento de
Colegios de Secretarios, Interventores y Depositarios de
la Administración Local de 2 de febrero de 1978 con-
templó la colegiación obligatoria. Ahora bien, este Regla-
mento es anterior a la Ley 74/1978, de 26 de diciembre,
de modificación de la Ley reguladora de los colegios
profesionales, que adaptó las previsiones de la Ley de
colegios profesionales de 1974 a la Constitución. Aquel
Reglamento de 1978 vino a ser derogado por el Regla-
mento de los Colegios de Secretarios, Interventores y
Tesoreros de Administración Local de 26 de octubre
de 1982, que fue anulado por Sentencia del Tribunal
Supremo de 22 de abril de 1985 al haber sido dictado
por un órgano administrativo manifiestamente incom-
petente, recuperando su vigencia de este modo el Regla-
mento de 1978.

La aludida decisión del Tribunal Supremo supuso la
inaplicación del art. 203 del Reglamento de 1952, de
muy dudosa legalidad, el cual, según se desprende de
la Sentencia, no podía considerarse vigente tras la Cons-
titución y las reformas operadas por la Ley de colegios
profesionales, en la cual se prevé un régimen específico
estas corporaciones, a cuyos consejos generales se enco-
mienda la elaboración de sus correspondientes normas
estatutarias.

Como consecuencia de aquella Sentencia el Colegio
de Secretarios, Interventores y Depositarios de Admi-
nistración local con habilitación de carácter nacional con-
tinuó regulándose por la Resolución de 2 de febrero
de 1978, amparándose, pues, en una disposición regla-
mentaria derogada por el nuevo régimen jurídico nacido
de la Constitución, hasta la aprobación del Real Decreto
1912/2000, de 24 de noviembre, cuya nulidad ha sido
instada por el demandante de amparo por los cauces
procesales pertinentes.

En conclusión, el Colegio de Secretarios, Intervento-
res y Depositarios de Administración local con habili-
tación de carácter nacional se encuentra en la actualidad
en una situación de anomia normativa a los efectos de
la Ley de colegios profesionales, que particularmente,
por lo que a este recurso de amparo interesa, impide
que se puedan reclamar las cuotas colegiales deman-
dadas. No existe, por tanto, una Ley que cree y configure
el mencionado colegio, que ordene su proceso cons-
tituyente y que permita la elaboración de sus estatutos
de una forma democrática.

c) El art. 36 CE, al reconocer los colegios profe-
sionales, consagra una institución protegida constitucio-
nalmente (garantía que tiene por objeto su preservación
frente a una eventual eliminación), pero tal garantía ins-
titucional sólo puede ser invocada cuando aquella ins-
titución cumple con su contenido típico, ya que la Cons-
titución no garantiza la permanencia de todos y de cada
uno de los colegios profesionales existentes a su entrada
en vigor. Así pues es necesario, en orden a la aplicación

de aquella garantía, encontrar los criterios o el contenido
típico de la institución para determinar en cada caso
si resulta constitucional la existencia de un concreto cole-
gio profesional, dado que la Constitución garantiza otros
derechos fundamentales, como la libertad de asociación
en su vertiente negativa (art. 22 CE), que deben ser
respetados por el legislador, el cual ha de justificar la
necesidad de la existencia de una organización colegial
para satisfacer un interés público al que su actividad
está vinculada (STC 89/1989, de 11 de mayo). En otras
palabras, no todos los colegios profesionales existentes
a la entrada en vigor de la Constitución merecen pro-
tección constitucional, sino sólo aquellos que reúnan los
rasgos esenciales de estas corporaciones, lo que no acae-
ce en el caso de un colegio de funcionarios públicos,
como es el Colegio de Secretarios, Interventores y Depo-
sitarios de Administración local con habilitación de carác-
ter nacional.

La doctrina mayoritaria reconoce como contenidos
esenciales de todo colegio profesional las funciones de
ordenación de la profesión (deontología) y de disciplina
de sus miembros. En este sentido la Ley de colegios
profesionales declara como fines esenciales de éstos «la
ordenación del ejercicio de las profesiones, la represen-
tación exclusiva de las mismas y la defensa de los inte-
reses profesionales de los colegiados» (art. 1.3).

La ordenación de la profesión [arts. 3.1 y 5 i) Ley
de colegios profesionales] es la función principal que
desempeñan los colegios profesionales, a fin de garan-
tizar frente a la sociedad el correcto ejercicio profesional.
El colegio profesional acumula la experiencia de pro-
fesiones libres y enjuicia el correcto ejercicio profesional
de sus miembros. De ahí la necesidad de una deontología
profesional, ya que, en último término, las actuaciones
profesionales afectan directamente a los propios ciuda-
danos como demandantes de estos servicios. Tal función
supone, además, un control del ejercicio de la profesión,
pero, a su vez, presupone el control de acceso a la
profesión.

Pues bien, tanto el acceso como la ordenación del
ejercicio de la función pública de los Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de la Administración Local con
Habilitación de Carácter Nacional están regulados por
normas dictadas por la Administración pública, que es
la única competente para controlar el acceso a la función
pública de estos profesionales y para ordenar su acti-
vidad profesional. Los funcionarios de la Administración
Local con Habilitación de Carácter Nacional cumplen fun-
ciones públicas transcendentales, reguladas exhaustiva-
mente por el Real Decreto 1174/1987, de 18 de sep-
tiembre, que establece el régimen jurídico de los fun-
cionarios locales con habilitación de carácter nacional
(a los cuales reserva una serie de funciones públicas:
fe pública, asesoramiento legal preceptivo, control y fis-
calización interna de la gestión económica-financiera y
presupuestaria, contabilidad, tesorería y recaudación) y
que disciplina, además, la estructura y acceso a la habi-
litación nacional a través de la superación de oposicio-
nes, etc. Por tanto los Colegios de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración Local no pueden
ordenar la profesión, puesto que esta función es com-
petencia de la Administración Pública, de lo que se des-
prende que no existe causa para justificar la pertenencia
obligatoria a dichos colegios (obligatoriedad que sólo
ha sido admitida por este Tribunal Constitucional en rela-
ción con otros colegios excepcionalmente, cuando para
el cumplimiento de fines públicos asignados a tales cor-
poraciones resulta imprescindible dicha pertenencia
obligatoria).

En la otra vertiente de la institución se encuentra
la representación y defensa de la profesión, tanto colec-
tivamente como en relación a los colegiados individual-
mente considerados con ocasión del desempeño de sus
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funciones [arts. 1.3 y 5 g) Ley de colegios profesionales].
Pero estos cometidos pierden todo su significado y alcan-
ce cuando se pretende predicarlos de funcionarios públi-
cos. Así, los Secretarios, Interventores y Tesoreros tienen
sus profesiones ordenadas por la Administración pública,
que los representa y establece cauces de representación
y defensa para ellos; en tal sentido baste recordar que
la Ley 9/1987, de 12 de julio, regula los órganos de
representación y determinación de las condiciones de
trabajo y participación de los funcionarios públicos. De
modo que el legislador y la Administración han instru-
mentalizado los cauces adecuados a la representación
de estos profesionales, por lo que queda vedado al cole-
gio profesional el ejercicio de esta función que corres-
ponde a una Administración en razón de la relación
funcionarial.

Del reconocimiento de la función ordenadora de la
actividad profesional surge la necesidad de conferir a
estas corporaciones otra función esencial: la facultad
disciplinaria en el orden profesional y colegial [art. 5
i) Ley de colegios profesionales; también STS de 23 de
noviembre de 1998]. Esto es, como corolario de la exis-
tencia de unas normas deontológicas que ordenan la
profesión, debe existir una correlativa función de hacer
cumplir esas disposiciones a través del ejercicio de la
potestad sancionadora o disciplinaria. Sin embargo en
el caso del Colegio de Secretarios, Interventores y Teso-
reros de Administración local con habilitación de carácter
nacional no se da el presupuesto de hecho necesario
para el ejercicio de la potestad sancionadora, que no
es otro que el de la ordenación de la profesión por el
colegio, ya que esta ordenación está regulada por dis-
tintas normas legales y reglamentarias, incluido el régi-
men disciplinario (art. 46 Real Decreto 1174/1987). En
definitiva: está previsto un régimen disciplinario de la
profesión que han de ejercer las corporaciones locales
o las Comunidades Autónomas y que incluye un par-
ticular régimen sancionador.

Junto a las mencionadas funciones esenciales de los
colegios profesionales pueden resaltarse, también, otras
conexas referidas a la regulación de honorarios, intru-
sismo profesional y defensa de la competencia, las cuales
son impensables e imposibles jurídicamente cuando de
funcionarios públicos se trata. En efecto, el Colegio de
Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Administra-
ción local con habilitación de carácter nacional no puede
fijar las retribuciones de los funcionarios públicos, ni
determinar ni exigir cuotas colegiales, que es una de
las atribuciones típicas de todo colegio profesional [art.
5 ñ) Ley de colegios profesionales]. En este sentido los
Tribunales han declarado que la determinación de las
retribuciones funcionariales es competencia exclusiva de
la Administración pública, así como la improcedencia
de tomar en cuenta los ingresos percibidos por los cole-
giados a la hora de determinar las cuotas colegiales
(SSTS de 16 de febrero de 1987; 13 de marzo de 1987).

El art. 5 i) de la Ley de colegios profesionales esta-
blece entre las funciones de los colegios profesionales
«adoptar las medidas conducentes a evitar el intrusismo
profesional». Pues bien, esta función resulta impensable
en el caso de los Secretarios, Interventores y Tesoreros
de la Administración Local, que ejercen una profesión
que no tiene paralelo en el ámbito privado, sin que exista
posibilidad de ejercicio libre de la profesión, ni despachos
o establecimientos abiertos al público desde donde pue-
da desarrollarse alguna actividad competitiva.

También constituye una función de los colegios pro-
fesionales «procurar la armonía y colaboración de los
colegiados, impidiendo la competencia desleal entre los
mismos» [art. 5 k) Ley de colegios profesionales]. En
este sentido la Ley 7/1997, de 14 de abril, de medidas
liberalizadoras en materia de suelo y colegios profesio-
nales, dio una nueva redacción al art. 2.1 de la Ley de

colegios profesionales en los siguientes términos: «El
ejercicio de las profesiones colegiadas se realizará en
régimen de libre competencia y estará sujeto, en cuanto
a la oferta de servicios y fijación de su remuneración,
a la Ley sobre defensa de la competencia y a la Ley
sobre competencia desleal. Los demás aspectos del ejer-
cicio profesional continuarán rigiéndose por la legislación
laboral y específica sobre la ordenación sustantiva propia
de cada profesión». Tales disposiciones carecen de toda
razón de ser en relación con los Secretarios, Interven-
tores y Tesoreros de la Administración local con habi-
litación de carácter nacional, que ejercen como funcio-
narios públicos al servicio exclusivo de la Administración
en la que prestan servicios.

Así pues, con base en los argumentos precedentes
es evidente que, no sólo no tiene sentido, sino que tam-
poco tiene cobertura constitucional, la existencia de un
Colegio de Secretarios, Interventores y Tesoreros de
Administración local con habilitación de carácter nacio-
nal, y mucho menos que sea exigible la colegiación obli-
gatoria en él de los funcionarios públicos.

d) En esta línea argumental el demandante de ampa-
ro entiende que, si las antes indicadas son las funciones
típicas y esenciales de todo colegio profesional, justi-
ficativas de la pertenencia obligatoria al mismo de quie-
nes desarrollan una profesión, resulta que una compa-
ración con las que se prevén en los estatutos de la orga-
nización colegial de Secretarios, Interventores y Teso-
reros de la Administración Local permite concluir que
en estas últimas no puede sustentarse una consecuencia
tan excepcional como es la de colegiación obligatoria.
Es decir, no se trata de negar que el colegio no pueda
desarrollar otras funciones, sino de afirmar que, con base
en las funciones encomendadas, no puede justificarse
una excepción al derecho fundamental de asociación
en su vertiente negativa. Así la lectura de los arts. 2
y 14 del Real Decreto 1912/2000, por el que se aprue-
ban los mencionados estatutos, permite constatar que
ningún fin esencial de todo colegio es cumplido por
aquél, dado que lo esencial del desarrollo de la función
pública que desempeñan sus componentes, como fun-
cionarios públicos que son, es competencia exclusiva
de la Administración pública. Tampoco ninguna de las
funciones encomendadas, que se encuentran más en
un plano de relaciones institucionales que en el plano
de ejercicio de potestades o funciones que requieran
ineludiblemente la colegiación obligatoria del colectivo
que las ejerce, justifican tal restricción a una libertad
individual.

En apoyo de su argumentación el demandante de
amparo cita y reproduce la doctrina recogida las SSTC
132/1989, de 8 de julio, 139/1989, de 20 de julio,
113/1994, de 14 de abril, 197/1994, de 4 de julio,
y 106/1996, de 2 de junio, de la que infiere el criterio
de que la adscripción obligatoria a las corporaciones
públicas, «en cuanto tratamiento excepcional respecto
del principio de libertad, debe encontrar suficiente jus-
tificación, ya sea en disposiciones constitucionales, ya
sea en las características de los fines de interés público
que persigan, de las que resulte, cuando menos, la difi-
cultad de obtener tales fines sin recurrir a la adscripción
forzosa a un ente corporativo». De conformidad con
dicho criterio es claro y evidente que, por un lado, ha
de valorarse el principio general de libertad, la libertad
negativa de asociación (arts. 10.1 y 22 CE) y la legi-
timidad constitucional de la Administración corporativa,
en la que se asignan funciones jurídico-públicas a ciertas
agrupaciones sociales (arts. 9.2, 36 y 52 CE), y, por
otro, la naturaleza de los fines públicos encomendados
a estas corporaciones. Su aplicación al presente supues-
to permite resaltar, en primer término, que no existe
una manifestación del legislador sobre la necesidad de
la colegiación obligatoria para el cumplimiento de los
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fines asignados al colegio; en segundo lugar, que un
análisis casuístico de los fines encomendados confirma,
sin el menor género de dudas, que pueden ser cumplidos
sin necesidad de la pertenencia obligatoria al colegio
de todo el colectivo de funcionarios al que afectan sus
Estatutos generales; y, en fin, que éstos no contemplan
funciones jurídico-públicas de trascendencia, en la medi-
da en que esas funciones corresponden en exclusiva
a las Administraciones públicas.

e) El art. 1.3 de la Ley de colegios profesionales,
al relacionar los fines esenciales de los colegios pro-
fesionales, subraya que todo ello se entiende «sin per-
juicio de la competencia de la Administración pública
por razón de la relación funcionarial». Al interpretar este
último inciso la doctrina ha venido distinguiendo dos
supuestos: el de los colegios de funcionarios en sentido
estricto (como sería el caso del Colegio Oficial de los
Secretarios, Interventores y Depositarios de Administra-
ción Local) y los colegios de ejercientes privados de fun-
ciones públicas (por ejemplo, los Notarios).

En opinión del demandante de amparo el límite que
supone la competencia de la Administración pública por
razón de la relación funcionarial no se refiere a los cole-
gios de funcionarios públicos, sino exclusivamente a los
colegios de ejercientes privados de funciones públicas,
ya que los colegios de funcionarios públicos no se rigen
por la Ley de colegios profesionales, puesto que las
dudas que al respecto pudieran existir han sido despe-
jadas por la Ley 6/1999, de 16 de abril, al circunscribir
la aplicación de la legislación en materia de colegios
profesionales a aquellos colegios profesionales de ejer-
cientes privados de funciones públicas (disposición adi-
cional segunda). Esta disposición sustituye la expresión
«Colegios de funcionarios» por la de «Colegios de Nota-
rios, Corredores de Comercio...». Parece claro, pues, que
la voluntad del legislador ha sido la de reaccionar frente
a las interpretaciones extensivas de los conceptos que
han permitido la existencia de unos anacrónicos colegios
de funcionarios públicos. Y, si este dato no fuera lo sufi-
cientemente elocuente, ha de recordarse que la Ley
7/1997, de 14 de abril, de medidas liberalizadoras en
materia de suelo y de Colegios Profesionales ha modi-
ficado el art. 2.1 de la Ley de colegios profesionales
para establecer que el ejercicio de las profesiones cole-
giales se realizará en libre competencia (art. 5), lo que
indica cuál es el concepto de la Ley sobre «profesiones
colegiadas», aquéllas que sólo pueden ejercerse en libre
competencia, lo que no es el caso de los Secretarios,
los Interventores y los Tesoreros de la Administración
Local con Habilitación de Carácter Nacional.

Lo anterior no significa que haya desaparecido la posi-
bilidad de que un funcionario público pueda integrarse
en un colegio profesional, sino que, conforme a nuestra
legislación vigente, esa posibilidad solo puede darse res-
pecto de colegios que agrupan en su seno a todos los
ejercientes de una profesión, con independencia de que
la forma en la que éstos la desempeñen: libre, en régimen
de dependencia laboral o al servicio de la Administración
pública. Por tanto no son Colegios que agrupan de forma
homogénea, o en exclusiva, a empleados públicos.

En conclusión, la salvedad del art. 1.3 de la Ley de
colegios profesionales en cuanto a la competencia de
la Administración pública por razón de la relación fun-
cionarial se refiere a los colegios de ejercientes privados
de funcionarios públicos y a los colegios profesionales
de profesiones libres en cuyo seno se encuentran fun-
cionarios públicos que ejercen tanto privada como públi-
camente su actividad profesional; y quedan excluidos
del ámbito de la Ley los colegios profesionales integrados
únicamente por funcionarios públicos, que son sólo una

reminiscencia histórica del pasado y que hoy carecen
de toda justificación constitucional y legal.

f) A continuación el demandante de amparo exa-
mina la doctrina constitucional sobre la colegiación obli-
gatoria (con referencia expresa a las SSTC 69/1985,
de 30 de mayo, 131/1989, de 19 de julio, y 35/1993,
de 15 de febrero), de la que, a su juicio, se desprende
que no es contrario a la Constitución que se exija la
colegiación obligatoria del personal al servicio de la
Administración cuando éste ejerce para ella una pro-
fesión que requiere dicha colegiación en el ámbito pri-
vado (v.g., caso de los médicos), pero que sí resulta con-
trario a la Constitución exigir la colegiación obligatoria
para el ejercicio de profesiones que sólo pueden desem-
peñarse para la Administración pública y por el personal
funcionario a su servicio.

En relación con la mencionada doctrina constitucional
precisa, respecto a la desestimación de los recursos de
amparo promovidos contra la colegiación obligatoria por
médicos que prestaban sus servicios en la Administra-
ción (SSTC 131/1989, de 19 de julio; 35/1993, de
15 de febrero), que no debe servir de justificación para
considerar exigible la colegiación obligatoria en el pre-
sente caso, pues al fin y al cabo médicos pueden existir
en el ámbito privado y público, mientras que Secretarios,
Interventores y Tesoreros de Administración Local (o
Secretarios Judiciales o Jueces, que, en definitiva, sería
el mismo supuesto) sólo pueden existir ejerciendo fun-
ciones públicas para la Administración pública. La dife-
rencia es tan importante que incluso ha tenido reflejo
en la doctrina del Tribunal Constitucional, el cual ha admi-
tido que no es obligatoria la colegiación en relación con
un profesor de educación física que ejercía su actividad
en un colegio público (STC 194/1998, de 1 de octubre).

g) Con la derogación del art. 1.2 de la Ley de cole-
gios profesionales de 1974 por la Ley 74/1978 se ha
roto el nexo de unión que pudiera existir entre los cole-
gios anteriores a la Constitución y los colegios que se
han constituido conforme al nuevo ordenamiento cons-
titucional, por lo que, para justificar la colegiación obli-
gatoria, resulta insuficiente acudir al simple argumento
de que el Colegio de Secretarios, Interventores y Depo-
sitarios tiene una honda tradición en nuestro país, así
como aducir que desde siempre ha existido aquella obli-
gación. De hecho los Secretarios, Interventores y Depo-
sitarios de la Administración Local con Habilitación de
Carácter Nacional no constituyen desde 1987 una pro-
fesión colegiada y, por lo tanto, ni siquiera desde la pers-
pectiva del tracto sucesivo habido desde la creación de
estos colegios puede fundamentarse la pertenencia obli-
gatoria a los mismos.

En efecto, el Real Decreto 1174/1987 derogó expre-
samente el Decreto de 30 de mayo de 1952 «en todo
lo que afecte específicamente al régimen jurídico de los
funcionarios locales con Habilitación de Carácter Nacio-
nal», incluidos, por lo tanto, sus arts. 99 y 203, que
establecían la colegiación obligatoria para dichos fun-
cionarios. De modo que puede concluirse que el desem-
peño de funciones públicas por Secretarios, Interven-
tores o Tesoreros de la Administración Local desde el
mencionado Real Decreto no puede conceptuarse como
una profesión colegiada cuyo ejercicio requiera la cole-
giación obligatoria. Lo que, evidentemente, no empece
a que pueda existir un Colegio de Secretarios, Interven-
tores y Tesoreros de Administración Local para quien
libre y voluntariamente desee incorporarse al mismo.

Además no puede configurarse por vía estatuaria la
colegiación obligatoria sin una previa determinación
legal específica para la organización colegial, pues, como
se ha indicado, la única norma anterior a la Constitución
que amparaba la colegiación obligatoria era el art. 203
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del Reglamento de 30 de mayo de 1952, el cual se
encuentra derogado por el mencionado Real Decreto
1174/1987, y ha sido inaplicado por el Tribunal Supre-
mo cuando se ha ejercitado idéntica pretensión por la
vía de aquel precepto. De conformidad con la Ley de
colegios profesionales (art. 4) y la Constitución, la crea-
ción del Colegio de Secretarios, Interventores y Tesoreros
debía de efectuarse por Ley.

Tampoco puede entenderse suficiente la previsión
genérica del art. 3.2 de la Ley de colegios profesionales,
en la redacción dada por la Ley 7/1997, de 14 de abril,
de medidas liberalizadoras en materia de suelo y de cole-
gios profesionales, que establece que «es requisito indis-
pensable para el ejercicio de las profesiones colegiadas
hallarse incorporado al Colegio correspondiente», ya que
los Secretarios, Interventores y Depositarios de la Admi-
nistración Local con Habilitación de Carácter Nacional
no constituyen una profesión colegiada. Ni tampoco el
art. 12.2 de la Ley de la Generalidad Valenciana 6/1997,
de 4 de diciembre, de consejos y colegios profesionales
de la Comunidad Valenciana, que reitera el mencionado
precepto de la Ley estatal.

En definitiva la pertenencia obligatoria al colegio se
ha impuesto sin respetar la exigencia de que la norma
que la impone revista rango legal, por lo que deviene
inconstitucional al vulnerar el art. 22 CE.

h) El demandante de amparo estima que las reso-
luciones judiciales impugnadas han vulnerado también
el principio de igualdad y no discriminación (art. 14 CE).
Aduce al respecto que en algunas Comunidades Autó-
nomas, como es el caso de las Comunidades Autónomas
de Canarias, Aragón y Galicia, la normativa en materia
de colegios profesionales excluye del requisito de la cole-
giación obligatoria a los funcionarios públicos y al per-
sonal al servicio de las Administraciones públicas para
el ejercicio de sus funciones administrativas y la rea-
lización de actividades propias de la profesión por cuenta
de aquéllas cuando el destinatario de tales actividades
sea la Administración; resultando, en consecuencia, obli-
gatoria la colegiación sólo cuando los destinatarios inme-
diatos del acto profesional sean particulares (arts. 22.4
Ley de Aragón 2/1988, de 12 de marzo, de colegios
profesionales; 18 Ley de Aragón 12/1998, de 22 de
diciembre, de medidas tributarias, financieras y admi-
nistrativas; 9.3 Ley de Canarias 10/1990, de 23 de
mayo, de colegios profesionales; 3 Ley de Galicia
11/2001, de 18 de septiembre, de colegios profe-
sionales).

Si el demandante de amparo ejerciese su función
pública en Aragón, Galicia o Canarias, para lo que está
habilitado, no tendría que estar colegiado, de modo que
la exigencia de la colegiación obligatoria depende de
que su destino se encuentre en una u otra Comunidad
Autónoma.

Concluye el escrito de demanda suplicando del Tri-
bunal Constitucional que, tras los trámites oportunos,
dicte Sentencia en la que se otorgue el amparo solicitado,
se declare la nulidad de la Sentencia núm. 98/2002,
de 19 de febrero, dictada por la Audiencia Provincial
de Valencia, y se le absuelva del pago de las cuotas
colegiales al que fue condenado, como consecuencia
de la indebida aplicación de las normas que prevén la
colegiación obligatoria de los Secretarios, Interventores
y Tesoreros de la Administración Local con Habilitación
de Carácter Nacional.

4. Mediante providencia de 25 de septiembre de
2003 la Sala Segunda acordó admitir a trámite la deman-
da de amparo y, en aplicación de lo dispuesto en el
art. 51 LOTC, dirigir atenta comunicación al Juzgado
de Primera Instancia núm. 21 de Valencia y a la Audien-
cia Provincial de dicha localidad a fin de que, en plazo

no superior a diez días, remitiesen certificación o foto-
copia adverada de las actuaciones correspondientes al
juicio verbal núm. 187-2001 y al rollo de apelación núm.
489-2001 respectivamente, con emplazamiento de las
partes, salvo el demandante de amparo, para que pudie-
ran comparecer en el presente recurso en el término
de diez días.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de
la Sala Segunda del Tribunal Constitucional de 19 de
febrero de 2004, de conformidad con lo dispuesto en
el art. 52.1 LOTC, se acordó dar vista de las actuaciones
recibidas a la parte recurrente y al Ministerio Público
por plazo común de veinte días para que formulasen
las alegaciones que tuvieran por conveniente.

6. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 24 de febrero de 2004 la
representación procesal del demandante de amparo for-
muló alegaciones interesando que se tuviesen por repro-
ducidas las contenidas en la demanda de amparo.

7. El Fiscal, mediante escrito registrado el día 22
de mayo del mismo año, interesó el otorgamiento del
amparo solicitado. A tal efecto argumenta en el siguiente
sentido:

a) En relación con la supuesta vulneración del dere-
cho de asociación como consecuencia de la imposición
de la colegiación obligatoria, tras reproducir la doctrina
constitucional recogida al respecto en las SSTC
89/1989, de 11 de mayo, 35/1993, de 8 de febrero,
74/1994, de 14 de marzo, 207/1996, de 16 de diciem-
bre, y 194/1998, de 1 de octubre, se refiere a la exi-
gencia de la reserva de Ley consagrada en este caso
en el art. 36 CE, sin el alcance del art. 53.1 CE. En
este extremo llega a la conclusión de que el examen
de la legislación aplicable en este supuesto permite afir-
mar que dicho requisito aparece observado de manera
suficiente, ya que, datando la creación del colegio en
cuestión de fecha anterior a la entrada en vigor de la
Constitución, aquélla no deviene nula por el hecho de
que la norma que la impone no sea del rango exigido
por el Texto constitucional, porque ello implicaría la apli-
cación retroactiva de dicho requisito, la cual no viene
exigida por la Constitución, como viene proclamando
este Tribunal desde la STC 11/1981, de 8 de abril. Basta,
por tanto, para el cumplimiento del mencionado requisito
que, como acontece en este caso, exista previsión legis-
lativa sobre la creación del colegio y sobre la adscripción
obligatoria a él, previsión que aparece cumplida por la
Ley 2/1974, de 13 de febrero, [arts. 2 b) y 3.2], aunque
dicha norma no sea la que creó el colegio (puesto que
ello se produjo por otra de rango inferior, que igualmente
contempló la obligatoriedad de la colegiación).

El Ministerio público no comparte el argumento del
demandante de amparo de que, desaparecida la obli-
gatoriedad de la adscripción en virtud de lo dispuesto
en el Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre,
que derogó el Decreto de 30 de mayo de 1952, no
puede encontrar fundamento en la Ley 2/1974, de 13
de febrero, porque se dejó sin efecto por la legislación
posterior, en concreto, por el Real Decreto Ley 6/1999,
de 16 de abril, cuyo art. 1 modificó la disposición adi-
cional segunda de la Ley 2/1974, de 13 de febrero,
ratificando así lo dispuesto en la Ley 7/1997, de 14
de abril. En opinión del Fiscal la obligatoriedad de la
adscripción a un colegio profesional para el ejercicio de
determinadas profesiones no se contenía en la dispo-
sición adicional segunda de la Ley 2/1974, de 13 de
febrero, que sólo establecía la obligación de adaptar a
dicha norma los estatutos de los colegios existentes a
su entrada en vigor, sino en su art. 3.2, que, no sólo



BOE núm. 120. Suplemento Martes 18 mayo 2004 123

no fue modificado por el Real Decreto-ley 6/1999, de
16 de abril, sino que resultó ratificado por la Ley 7/1997,
de 14 de abril, cuyo art. 5.3, que modificó aquel art.
32, establece que «[e]s requisito indispensable para el
ejercicio de las profesiones colegiadas hallarse incorpo-
rado al Colegio correspondiente», así como por el art.
12.2 de la Ley de la Comunidad Valenciana 6/1997,
de 4 de diciembre, de consejos y colegios profesionales,
que dispone que «el ejercicio de las profesiones cole-
giadas requerirá la incorporación al Colegio correspon-
diente en los términos que dispone el art. 3, apartado
2, de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, y, en su caso,
la comunicación establecida en el art. 3, apartado 3,
de dicha Ley».

En consecuencia, existiendo previsión legislativa
sobre la creación del colegio, y siendo obligatoria la ads-
cripción a éste en virtud de lo dispuesto en la legislación
de colegios profesionales, la pretensión de amparo que
se funda en este motivo tiene que desestimarse.

b) La segunda de las cautelas que debe de ser obser-
vada para que la creación de un colegio profesional y
la adscripción obligatoria a él no sea incompatible con
el art. 22 CE es la de que el colegio en cuestión cumpla
fines públicos relevantes, extremo que necesariamente
tiene que ser examinado por este Tribunal para concluir
si la adscripción obligatoria entraña o no una vulneración
del derecho del demandante de amparo.

Ninguna de las dos resoluciones judiciales impugna-
das contiene mención alguna a esta cuestión, por lo
que la pretensión de amparo tendría que estimarse por
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, cuya
conexión con el derecho material en juego determinaría
la vulneración de éste, razón por la cual debe examinarse,
en opinión del Ministerio público, si dicha vulneración
tiene su origen, además, en otros aspectos que los estric-
tamente procesales, porque de ser así ello tendría su
repercusión en el alcance del amparo que pudiera otor-
garse. Para realizar dicha tarea hay que tomar en con-
sideración tanto los fines que se asignan en sus estatutos
al colegio, como los que se asignan a tales corporaciones,
con carácter general, en los arts. 2 y 16 de los Estatutos
generales aprobados por Real Decreto 1912/2000, de
24 de noviembre.

Dichos fines no son otros que los de colaborar con
la Administración en la ordenación de la profesión y
en el mantenimiento del correcto ejercicio profesional
por parte de los colegiados, de un lado, y la defensa
de los intereses de éstos, de otro. Descartado que la
defensa de los intereses de los colegiados tenga rele-
vancia pública, el cumplimiento del primero de los fines
mencionados se traduce en asesorar a la Administración
en cuestiones relacionadas con los cuerpos que integren
el colegio, en hacer cumplir a los miembros del colegio
las obligaciones que pesan sobre ellos, en aprobar los
estatutos del colegio y en facilitar el perfeccionamiento
profesional mediante la organización de actividades de
interés común para los colegiados o mediante la divul-
gación de las disposiciones de carácter general que les
afecten.

Ahora bien, tomando en consideración que el colegio
en cuestión solamente puede estar integrado por Secre-
tarios, Tesoreros e Interventores de la Administración
Local, y que éstos solamente pueden desempeñar sus
funciones en los órganos de la Administración local, a
cuya potestad quedan sometidos en el ejercicio de sus
funciones (arts. 89-104 Ley 7/1985, de 2 de abril;
126-175 Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de
abril; Real Decreto 1174/1987), la conclusión que cabe
extraer es que la parte esencial de tales funciones tiene
que ser desempeñada por la Administración, correspon-
diendo al colegio un hipotético deber genérico de cola-
boración, que carece de entidad suficiente para que

aquél pueda calificarse de público, al menos con la inten-
sidad necesaria para imponer la colegiación obligatoria,
por cuya razón hay que estimar vulnerado, también mate-
rialmente, y no solo por su conexión con el art. 24.1
CE, la libertad de no asociarse del recurrente, que forma
parte del contenido del derecho de asociación ex art.
22 CE.

En consecuencia, la conclusión que cabe extraer es
que la Sentencia impugnada, en la medida en que ha
condenado al recurrente en amparo al pago de las cuotas
colegiales reclamadas, ha vulnerado el derecho funda-
mental reconocido en el art. 22 CE. Es más, tal ha sido
el criterio seguido en la STC 76/2003, de 23 abril, dic-
tada por el Pleno de este Tribunal, seguida luego en
otras que igualmente cita y cuya doctrina extracta.

c) En relación con la denunciada infracción del prin-
cipio de igualdad y de no discriminación (art. 14 CE)
el Fiscal entiende que la queja del recurrente en amparo
ha incumplido el requisito procesal previsto en el art.
44.1 a) LOTC, ya que, invocada dicha vulneración en
el escrito de interposición del recurso de apelación, no
fue resuelta por la Audiencia Provincial, por lo que, antes
de acudir a la vía de amparo, era preceptivo agotar la
vía judicial interponiendo el correspondiente incidente
de nulidad de actuaciones (STC 74/2002, de 8 de abril),
carga que no fue cumplida por el demandante de
amparo.

No obstante considera, a la vista de lo argumentado
en relación con la supuesta vulneración del art. 22 CE,
que resulta innecesario el examen de esta pretensión,
la cual en todo caso debe de ser desestimada, ya que,
estando reconocida competencia normativa sobre la
materia a las Comunidades Autónomas, las diferentes
regulaciones que puedan observarse entre unas y otras
no entraña necesariamente una vulneración del art. 14
CE, como así lo viene declarando este Tribunal desde
la STC 37/1981, de 16 de noviembre. Máxime cuando,
como ocurre en este caso, resulta imposible establecer
si la diferencia en el tratamiento normativo entraña una
discriminación prohibida, dado que ello no depende
exclusivamente de que se establezca o no la obligato-
riedad de la colegiación, sino, como antes se ha dicho,
de las funciones que en las legislaciones que se ofrecen
como término de comparación se asignen a los colegios
en cuestión, funciones a las cuales en ningún momento
se ha referido el recurrente, por lo que resulta imposible
determinar si existe o no la identidad requerida como
presupuesto de la vulneración denunciada.

d) En cuanto a la extensión del amparo que debe
otorgarse el Ministerio Fiscal señala que, habida cuenta
que la vulneración del derecho de asociación se ha pro-
ducido por las resoluciones de los órganos del Poder
Judicial dictadas con ocasión de la reclamación del pago
de las cuotas efectuado al demandante por el Colegio
de Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Admi-
nistración Local con Habilitación de Carácter Nacional
de la Provincia de Valencia, del que el demandante de
amparo no consta que haya solicitado la baja ni que
haya impugnado su eventual denegación, debe limitarse
a la anulación de la condena al pago de las cuotas,
en la media en que dicho pago tiene su causa en la
obligatoriedad de la pertenencia del demandante de
amparo a dicho colegio.

8. Por providencia de 15 de abril de 2004 se señaló
para la deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 19 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo tiene por objeto
la impugnación de la Sentencia de la Audiencia Provincial
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de Valencia de 19 de febrero de 2002 que, revocando
la del Juzgado de Primera Instancia núm. 21 de Valencia
de 14 de junio de 2001, condenaba al demandante de
amparo a pagar al Colegio Oficial de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de la Administración Local con habi-
litación de carácter nacional de la provincia de Valencia
la cantidad de 150.000 pesetas en concepto de cuotas
colegiales, con los intereses legales desde la interpe-
lación judicial.

2. Ante todo debe ponerse de relieve que el pro-
blema planteado en el presente recurso es idéntico al
que fue objeto del recurso de amparo resuelto por Sen-
tencia del Pleno de este Tribunal núm. 76/2003, de
23 de abril (con doctrina reiterada en las SSTC 96/2003,
de 22 de mayo, 108/2003, de 6 de junio, 120/2003,
de 16 de junio, y 149/2003, de 14 de julio). En con-
secuencia han de traerse aquí los argumentos que fun-
damentaron el fallo pronunciado en aquella ocasión por
ser perfectamente aplicables al caso que nos ocupa, lo
que conduce a la estimación del presente recurso de
amparo.

3. Se alega, en primer lugar, que las resoluciones
judiciales impugnadas han vulnerado el derecho del
recurrente en amparo a la libertad de asociación en su
vertiente negativa (art. 22 CE).

Según se afirma en la citada STC 76/2003, en rela-
ción con el requisito de la reserva de ley para imponer
la colegiación obligatoria, el cumplimiento o no de dicha
reserva no puede ser por sí sólo el elemento directa-
mente determinante de la solución que deba darse a
la cuestión atinente a la alegada vulneración de la liber-
tad negativa de asociación. De la síntesis efectuada en
los antecedentes respecto de la evolución del régimen
específico de los Colegios Oficiales de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de la Administración Local con habi-
litación de carácter nacional, y, en concreto, del propio
del Colegio de Valencia, resulta que la existencia del
colegio y la previsión de la colegiación obligatoria en
él derivan, como ocurre en otros casos, de normas pre-
constitucionales. Pero, ello no implica, de conformidad
con una doctrina constitucional consolidada, la nulidad
de las referidas disposiciones infralegales por el hecho
de que posteriormente la Constitución haya exigido un
determinado rango para la regulación de tales materias.

La solución de la cuestión planteada requiere traer
a colación la doctrina constitucional, perfilada por el Ple-
no de este Tribunal en la STC 194/1998, de 1 de octu-
bre, sobre la relación entre los colegios profesionales,
la exigencia de la colegiación obligatoria y el derecho
de asociación que garantiza el art. 22 CE (FFJJ 3 y 4).
A tal efecto ha de tenerse en cuenta que, en definitiva,
los miembros del Colegio Oficial de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de la Administración Local con habi-
litación de carácter nacional de la provincia de Valencia
son funcionarios públicos que ejercen su actividad pro-
fesional exclusivamente en el ámbito de la Administra-
ción pública y están integrados en una organización
administrativa (por tanto, de carácter público), sin poder
desempeñar sus funciones privadamente, siendo la pro-
pia Administración pública la destinataria inmediata de
los servicios que prestan. A las precedentes conside-
raciones debe añadirse que el poder público ha proce-
dido a una completa delimitación y regulación, tanto
del ejercicio de la actividad profesional de los Secretarios,
Interventores y Tesoreros de la Administración local con
habilitación de carácter nacional, como del estatuto pro-
pio de estos funcionarios.

Por otra parte la lectura de los fines esenciales de
la concreta organización colegial de que se trata y la
del elenco de funciones, plasmación de aquellos fines,

que corresponden a los colegios, lleva a la conclusión
de que, aun reconociendo su importancia y alcance, no
presentan una relevancia tal en la ordenación del ejer-
cicio de la profesión (a fin de garantizar el correcto
desempeño de ésta), que permita identificar, al menos
con la intensidad suficiente, la existencia de intereses
públicos constitucionalmente relevantes que pudieran
justificar la exigencia de la colegiación obligatoria.

Así pues, a diferencia de otros casos que han sido
objeto de la consideración de este Tribunal, la exigencia
de colegiación obligatoria no se presenta como un ins-
trumento necesario para la ordenación de la actividad
profesional de los Secretarios, Interventores y Tesoreros
de la Administración Local con Habilitación de Carácter
Nacional a fin de garantizar su correcto desempeño y
la tutela tanto de éstos mismos como de los intereses
de quienes son los destinatarios de los servicios pres-
tados por ellos.

En atención a las precedentes consideraciones ha
de concluirse que la resolución judicial impugnada, al
aceptar como dato determinante para la solución de la
reclamación de cantidad objeto del proceso a quo la
adscripción obligatoria del recurrente al Colegio de
Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Administra-
ción Local con habilitación de carácter nacional de la
provincia de Valencia, lesionó el derecho a la libertad
de asociación en su vertiente negativa (art. 22 CE), lo
que conduce a la necesidad de proceder a su anulación.

4. El demandante de amparo considera que también
ha resultado vulnerado el derecho a la igualdad y no
discriminación (art. 14 CE), dado que la colegiación obli-
gatoria de los Secretarios, Interventores y Tesoreros de
la Administración Local no es exigida en todas las Comu-
nidades Autónomas, pues en la normativa de algunas
de ellas se exceptúa el cumplimiento de tal requisito
en relación con los funcionarios o personal que preste
servicios en sus Administraciones.

Para desestimar en este extremo la queja del recurren-
te en amparo es suficiente con recordar, como este Tri-
bunal ya tiene declarado, y sin necesidad de entrar en
otro tipo de consideraciones, que el principio constitu-
cional de igualdad no impone que todas las Comuni-
dades Autónomas ostenten las mismas competencias,
ni, menos aún, que tengan que ejercerlas de una manera
o con un contenido y unos resultados idénticos o seme-
jantes, pues la autonomía significa precisamente la capa-
cidad de cada Comunidad para decidir cómo ejercer sus
propias competencias en el marco de la Constitución
y de su específico Estatuto. Por tal razón no resulta nece-
sariamente infringido el principio de igualdad y de no
discriminación (art. 14 CE) si, en virtud del ejercicio de
las competencias autonómicas llegan a introducirse desi-
gualdades en la posición jurídica de los ciudadanos resi-
dentes en cada una de las distintas Comunidades cons-
tituidas en el Estado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente la presente demanda de amparo
de don Vicente Frontera Martínez y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado del derecho del
recurrente en amparo a la libertad de asociación (art.
22 CE) en su vertiente negativa.

2.o Restablecerle en la integridad de su derecho y,
a tal fin, declarar la nulidad de la Sentencia de la Audien-
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cia Provincial de Valencia de 19 de febrero de 2002
por la que se revocaba la del Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 21 de Valencia de 14 de junio de 2001,
dictada en el juicio verbal 187-2001.

3.o Desestimar la demanda de amparo en todo lo
demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de abril de dos mil
cuatro.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

9231 Sala Segunda. Sentencia 68/2004, de 19 de
abr i l de 2004. Recurso de amparo
5225-2002. Promovido por don Gonzalo
Torres Imaz frente a las Sentencias de la
Audiencia Provincial y de un Juzgado de lo
Penal de Palma de Mallorca que le conde-
naron por un delito contra la seguridad del
tráfico.

Vulneración del derecho a la presunción de
inocencia: condena fundada en una prueba
de alcoholemia que no acredita todos los ele-
mentos fácticos del delito.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5225-2002, promovido
por don Gonzalo Torres Imaz, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Ana Leal Labrador y
asistido por el Letrado don Enrique Martín Martín, contra
la Sentencia núm. 207/2001, de 26 de octubre, del
Juzgado de lo Penal núm. 6 de Palma de Mallorca, con-
firmada en apelación por Sentencia núm. 108/2002,
de 28 de junio, de la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Palma de Mallorca, recaída en el proce-
dimiento penal abreviado núm. 96-2001 por delito con-
tra la seguridad del tráfico. Ha comparecido y formulado
alegaciones el Ministerio Fiscal. Ha actuado como Ponen-
te el Magistrado don Vicente Conde Martín de Hijas,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 16 de septiembre de 2002,
doña Ana Leal Labrador, Procuradora de los Tribunales,
en nombre y representación de don Gonzalo Torres Imaz,
interpuso recurso de amparo contra las resoluciones judi-
ciales a las que se ha hecho mención en el encabe-
zamiento de esta Sentencia.

2. En la demanda de amparo se recoge la relación
de antecedentes fácticos que a continuación sucinta-
mente se extracta:

a) A raíz de un control preventivo de alcoholemia
realizado por la Guardia Civil en la carretera PM-401
(término municipal de Porto Cristo-Palma de Mallorca)
en fecha 7 de mayo de 2000 el ahora demandante de
amparo fue denunciado tras practicarse las correspon-
dientes pruebas alhocolimétricas, con aparato marca
«Draguer», y arrojar unos resultados de 0,95 mgs. de
alcohol por litro de aire espirado en la primera medición
y de 0,89 mgs. en la segunda.

b) Como consecuencia de la referida denuncia se
tramitó un procedimiento contra el demandante de
amparo ante el Juzgado de lo Penal núm. 6 de Palma
de Mallorca, en el que recayó la Sentencia condenatoria
de fecha 26 de octubre de 2001, que fue confirmada
en apelación por Sentencia de la Sección Primera de
la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca de 28 de
junio de 2002.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda de amparo se invoca en ésta, frente a las reso-
luciones judiciales impugnadas, la vulneración del dere-
cho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE):

a) Se aduce al respecto en la demanda de amparo
que ambas Sentencias se apoyan exclusivamente en el
resultado de la prueba alcoholimétrica para estimar
cometido el delito, al entender que el simple hecho de
superar la tasa de 0,75 mgs. de alcohol por litro de
aire espirado es prueba suficiente para considerar al con-
ductor seriamente afectado para la conducción. Sin
embargo frente a tal razonamiento se alza una reiterada
doctrina de este Tribunal, conforme a la cual los ele-
mentos que integran el tipo del delito contra la seguridad
del tráfico del art. 379 CP son dos: la conducción del
turismo bajo un relevante grado de impregnación alco-
hólica, y que tal estado influya decisiva y desfavorable-
mente en las facultades físico-psíquicas del conductor
con una intensidad tal que su conducción ponga en peli-
gro o riesgo la seguridad del tráfico rodado (SSTC
145/1985; 145/1987).

En este caso por parte del acusado no se discute
la realidad de la conducción del vehículo de motor, ni
el hecho de que, en mayor o menor cantidad, hubiera
ingerido alcohol, ni, en fin, la tasa de alcohol que obra
en el resultado de las pruebas de alcoholemia realizadas
conforme a los requisitos legales y reglamentarios. Lo
que se cuestiona es que las dos Sentencias recurridas
se basan en pruebas que únicamente determinan la
ingesta de bebidas alcohólicas, pero que no acreditan
un elemento esencial del tipo penal exigido por la referida
doctrina jurisprudencial, cual es si la ingesta influyó de
forma efectiva en la conducción del acusado con una
trascendencia tal que provocó un indudable e importante
riesgo para bienes jurídicos protegidos, en grado superior
al genérico riesgo que protege y fundamenta la infracción
administrativa.

En concreto en este caso el acusado fue parado por
la Guardia Civil en un control preventivo y se sometió
voluntariamente a las pruebas de alcoholemia. Los agen-
tes de la autoridad intervinientes no refieren en ningún
momento que, previamente al control, observaran que
el acusado hubiera realizado algún tipo de maniobra en
su conducción, que pusiera en peligro o riesgo algún
tipo de bien jurídico. Incluso la Sentencia de instancia
reconoce que los datos apreciados en la hoja de sin-
tomatología no revelan síntomas externos de afectación
de facultades, ya que no fueron apreciadas alteraciones,
ni en la deambulación, ni en la capacidad de exposición


